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INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [E]l tema de las cantidades de los alimentos no es un asunto que pueda debatirse en este escenario, dado que el mismo resulta meramente contractual, y que además tiene establecidos otros mecanismos idóneos de control y vigilancia, máxime cuando no se encuentra acreditado a simple vista que los internos se encuentren pasando hambre, o estén famélicos, o que con tal situación, de manera flagrante y manifiesta se les esté vulnerando su derecho a la dignidad humana, lo que avalaría la intervención de los jueces constitucionales, sin embargo, como atenuante del inconformismo planteado, puede acudirse a lo que al respecto dijo el Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal (ver folio 26, cuaderno 1) donde aseguró que el Director General del INPEC, de manera conjunta con la USPEC, concertaron que los gramajes debían restablecerse a los entregados por el anterior operador. (…) [E]l Director General del INPEC se refirió al tema, y expuso que en atención a alteraciones del orden público en algunos de los establecimientos penitenciarios, habrían de hacerse algunas modificaciones en lo referente al tema de las cantidades de los alimentos brindados, así: “…los gramajes de los alimentos se mantendrán como se venían manejando en el 2016…”. Tal presupuesto sirve de base para decir que los hechos que motivaron la interposición de esta acción constitucional se encuentran superados, lo que se deriva en una carencia actual de objeto, (…).
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	Radicación:
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	Accionante:   
	Procurador Judicial Penal No. 149 (Dr. Carlos Andrés Pérez Alarcón.

	Accionado:
	Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC y otros. 

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda.   

	Decisión: 
	Revoca decisión  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, así como de la Unión Temporal NRC USPEC 2017, contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de cabal el 24 de julio de 2017. 
ANTECEDENTES:

El señor Procurador Judicial Penal No. 149, Doctor Carlos Andrés Pérez Alarcón, agenciando los derechos de los internos del Establecimiento de Reclusión de Santa Rosa de Cabal, instauró acción de tutela en contra de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, la Organización Empresarial NRC S.A, y el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal; para lo cual puso en consideración de la judicatura los hechos que a continuación se relacionan. 

· Refirió el señor Procurador accionante que el día 6 de julio del año que transcurre se reunió con las directivas del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, la Defensora Regional del Pueblo, el Personero Municipal de esa localidad y algunos internos de dicho lugar. 
· En aquella oportunidad los internos se quejaron por el mal servicio que se les ha venido prestando en cuanto a su alimentación, la cual está a cargo de la Organización Empresarial NRC S.A (Unión Temporal NRC-USPEC 2017), toda vez que las porciones de comida que se le brindan han disminuido en los últimos meses, situación que fue corroborada a viva voz por parte del Director de dicho Establecimiento, así como por el Personero Municipal, quienes personalmente han percibido los desfases. 
Así mismo, se recibieron quejas en cuanto a la mala preparación de las comidas, como malos sabores y poca cocción; además, se ha venido suministrando en horarios no adecuados, haciendo entrega de la cena a las 4:00 p.m., lo cual implica un ayuno posterior de casi 14 horas. 

Por último, expusieron los Internos que de manera infundada, se dispuso por parte de las Directivas del Establecimiento la prohibición del ingreso de comestibles por parte de los parientes. 
De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, considera que los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, y a la salud de los internos del Establecimiento de Reclusión de Santa Rosa de Cabal están siendo quebrantados por parte de las entidades relacionadas inicialmente.   
PRETENSIONES:

En consideración a lo anterior, solicita el señor Procurador Judicial, que se amparen los derechos fundamentales de las personas que representa por medio de esta acción constitucional, y en consecuencia, se ordene a la USPEC proporcionar una alimentación suficiente y adecuada a cada uno de los reclusos, teniendo en cuenta sus necesidades físicas y nutricionales, además, garantizando una auditoría permanente, así como unos horarios compatibles con su dignidad humana. 

Por otra parte, se autorice que en los días respectivos los parientes ingresen al sitio de reclusión los alimentos para los internos que visitan.  

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, Despacho en el cual se profirió sentencia el día 24 de julio de 2017, en la que se resolvió conceder la protección constitucional reclamada; dicha decisión fue objeto de impugnación por parte de una de las entidades accionadas, y arribó a esta Colegiatura, donde se resolvió por medio de auto del 11 de septiembre de 2017 decretar la nulidad del fallo, ello por cuanto se estimó necesaria la vinculación a este asunto del Director General del INPEC, a la Bolsa Mercantil de Colombia por medio de la Sociedad Corredor Coorbusátil, y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
Así las cosas, por medio de auto del 18 de septiembre del año avante, el Juzgado de primer nivel acogiéndose a tal disposición procedió a la vinculación de las mencionadas entidades.   

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió nuevamente conceder el amparo de los derechos invocados, bajo argumentos casi idénticos a los que se tuvieron en cuenta en la decisión anulada, entre ellos que ha sido doctrina constitucional el hecho de que la alimentación que perciben las personas privadas de la libertad está directamente relacionada con su vida digna, salud e integridad, siendo necesario que la misma se brinde en buena calidad, cantidad, y que además ésta sea balanceada para garantizar la nutrición de los reclusos. 
Así, la Juez partió de lo discutido en el comité de derechos humanos que se llevó a cabo el 6 de julio del año que transcurre, donde sus integrantes manifestaron que la cantidad de comida suministrada a los internos no es acorde con la que se requiere, pues no satisface los estándares necesarios para dichas personas, atendiendo su estructura corporal. 

Tuvo en cuenta también la A quo la información obtenida de la inspección judicial que se llevó a cabo en el Establecimiento de Reclusión, donde se corroboró que en realidad la cantidad de comida que allí sirven es poca , situación que puede tener solución volviendo a los gramajes que se brindaban en el contrato anterior.  

Indicó además que el horario en que se sirve la comida para los reclusos debe ser a partir de las 4:30 p.m. y no antes, teniendo en cuenta lo dicho por la Corte Constitucional en Sentencia T-388 de 2013 y el oficio No. 413 del 7 de febrero de 2017, expedido por la Dirección General del INPEC, que establece los horarios en los cuales se deben repartir dichos alimentos. 

En lo referente a la prohibición de ingresar comida para los internos el día de las visitas por parte de su familia, indicó la Juez que había operado el fenómeno del hecho superado en ese sentido, pues el Director del Centro Carcelario expuso que realizaría las consultas respectivas con la intención de autorizar un recipiente de comida por visitante a partir del 15 y 16 de julio del presente año.  
Tal decisión fue nuevamente objeto del recurso de apelación por parte de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, la Unión Temporal NRC USPEC 2017 y la Cooperativa Bursátil S.A. 
FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:
Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC: por medio de escrito adiado el 2 de octubre del año que transcurre, manifestó que en la nueva contratación del servicio de alimentación, mediante el suministro de alimentos por el sistema de ración para la población privada de la libertad, se cubren las necesidades nutricionales de este tipo de personas de acuerdo a lo definido por las guías alimentarias del ICBF 1988, referentes a nivel nacional, lo cual se encuentra técnicamente justificado y fue el insumo para aprobar la minuta patrón actual. 
Además, la Resolución 8303 del 23 de agosto de 2016 de la misma entidad, define las recomendaciones de ingesta de energía y nutrientes para la población colombiana; la Ley 1355 de 2009 por su parte contempla en su artículo 9º los mecanismos para evitar el exceso o deficiencia en los contenidos, cantidades y frecuencias de consumo de los nutrientes; así mismo el CONPES DNP 113 de 2008 adopta las políticas públicas dirigidas a promover el mejoramiento de la salud, prevenir la enfermedad y elevar el nivel de la calidad de vida de la población privada de la libertad. 

Por otra parte, las órdenes que se le impartieron a esa entidad, relacionado con la solución al problema que se presenta con el gramaje en la alimentación de esa población, excede al límite de los términos de la negociación mercantil, puesto que lo pactado obedece a los acuerdos que se llevaron a cabo entre esa entidad y la Bolsa Mercantil, sin que esos cambios se puedan hacer por vía de tutela. 
Refirió también que como quiera que a su cargo está la alimentación de las personas privadas de la libertad, y en cumplimiento a tal deber, celebró un contrato de comisión mercantil con el Corredor de Valores Coorbusatil, sociedad comisionista miembro de la Bolsa Mercantil de Colombia, con vigencia hasta el 27 de julio de 2018, ésta a su vez adelantó las negociaciones para la adquisición del servicio de alimentación por ración con la Unión Temporal NRC USPEC 2017, pactándose en la negociación 39 obligaciones taxativas, entre las cuales se encuentra “suministrar el servicio de alimentación por el servicio de ración para la atención de los internos que se encuentren a cargo del INPEC en los diferentes Establecimientos de Reclusión del Orden nacional (…)”     
Finalmente, explicó que conforme al numeral 13 del artículo 19 del Decreto 4151 de 2011, le corresponde al INPEC, a través de la Subdirección en Salud, coadyuvar con la garantía de la prestación del servicio, para ello, se instituyó en cada Establecimiento un Comité de Seguimiento al Suministro de la Alimentación, COSAL, quien debe realizar seguimiento al cumplimiento del suministro de alimentación, gramaje, horarios de distribución, inspección de calidad, entre otras, sin embargo, aseguró que desde que se celebró la negociación, ese comité no ha recibido ningún informe por parte del COSAL respecto de las presuntas irregularidades. Por lo tanto, concluyó que a esa entidad no le corresponde la satisfacción de la pretensión del accionante. 
Unión Temporal NRC USPEC 2017: en primer lugar expuso que esa entidad opera bajo un mandato otorgado a un comisionista comprador para el suministro de alimentación de los internos, así, la Bolsa Mercantil de Colombia determinó las condiciones de esa negociación, las cantidades a suministrar, los menú, y además es quien le efectúa el pago por la prestación de estos servicios.
Por otro lado, argumentó que no se le dio suficiente validez a las actas emitidas por parte del Comité de Seguimiento al Suministro de la Alimentación COSAL, las cuales constituyen un instrumento contractual que permite medir la eficiencia de la ejecución en la prestación del servicio de alimentación a los internos, puesto que dicho comité se reúne mensualmente para calificar y evaluar su cumplimiento.   

Señaló también que los internos no tienen formación académica ni las competencias para determinar cuál es la cantidad de alimentos requerida para garantizar su buen estado de salud, y desde ese punto, al estar bajo la responsabilidad del estado, le corresponde es este garantizar que su alimentación responda a especificaciones técnicas. 

Así mismo, refirió que en la decisión de primer nivel no se explicó por qué razón el gramaje suministrado en el contrato anterior sí cumplía con los requerimientos de acuerdo a la contextura física de los internos y el actual no lo hace, ahora, recordó que la USPEC realizó unos estudios previos por medio de su equipo técnico, con el soporte de la Universidad Nacional de Colombia, y una vez definidos los gramajes estipulados en la minuta patrón para la negociación, de acuerdo a las recomendaciones establecidas por el ICBF como ente planificador y ejecutor de la política de nutrición y alimentación en el país, y además teniendo en cuenta lo establecido en la Resolución No. 2465 de 2016 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social (ver folios 151 al 158 cuaderno No. 3)
Así las cosas, el simple hecho de haberse presentado un cambio de gramaje con respecto a la contratación anterior, no significa por sí solo una vulneración a los derechos fundamentales de la población reclusa, pues aseguró que la alimentación que hoy en día se suministra se hace en atención a parámetros diferentes, soportados nutricionalmente como se explicó atrás. Por lo que, los argumentos esbozados por la Juez de instancia no provienen de un análisis técnico y científico, al decir que no se está suministrando una cantidad adecuada de alimentos porque estos refieren “quedar con hambre”, pues se les está suministrando la recomendación nutricional adecuada para la población carcelaria de acuerdo a su edad y sexo. 
Más adelante se refirió al estado nutricional de los internos del Establecimiento Penitenciario, indicando que en el fallo se hace una apreciación visual, sin tener en cuenta la información detallada anteriormente, y explicó además que se ha llevado a cabo un tamizaje nutricional a 131 internos del Establecimiento Penitenciario el 4 de julio del presente año, el cual corresponde al 53% del total de los internos, y después de un estudio técnico y científico, realizado por una nutricionista dietista, se encontró que sólo 7 internos presentaron algún grado de delgadez, que entre otras, está relacionado con aquellos que consumen sustancias psicoactivas, aclarando que dichos reclusos se encuentran en el programa de dietas terapéuticas, a quienes se les suministran dietas hiperprotéicas y se les hace entrega de refrigerios. 
Como argumento final, indicó que actualmente se le está dando cumplimiento al fallo en cuanto al horario del suministro de la cena. 
Cooperativa Bursátil LTDA: manifestó que el Juzgado de conocimiento desconoció el procedimiento y las condiciones de negociación mediante las cuales adquirió el servicio de alimentación para los internos la USPEC, más adelante, tras hacer un recuento de las condiciones en que fue celebrado el aludido contrato, indicó en lo referente a la disminución en las porciones de comidas que existe una minuta patrón estructurada con base en la ficha técnica de negociación, que establece un nivel de ingesta de alimentos para garantizar una nutrición balanceada y adecuada tanto en calidad como en cantidad. 
Así mismo, resaltó lo que al respecto ha dicho la USPEC cuando ha afirmado que la nueva negociación para el servicio de alimentación de la población privada de la libertad no afecta el suministro diario de calorías y nutrientes en relación con la contratación anterior, y además, los ajustes que se realizaron en la minuta del nuevo contrato, se hicieron con base en las recomendaciones que ha decantado el ICBF. 
Finalmente hizo referencia a que se le restó importancia en la decisión de primer nivel a las actas COSAL que ponen en evidencia el cumplimiento del contrato por parte de sus prestadores, desconociendo las condiciones del contrato, y que además dicho Cuerpo Colegiado de encuentra debidamente facultado por la ley para hacer seguimiento al mismo. 

CONSIDERACIONES: 

1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico a resolver: 

Le corresponde a la Corporación establecer en esta oportunidad, si la decisión tomada por la Juez cognoscente fue acertada al tutelar los derechos fundamentales invocados por la parte accionante, y en cuanto las órdenes que con el fin de conjurar dicha trasgresión emitió. 
3. Solución: 

Antes de entrar a resolver el presente asunto es pertinente partir de la teoría decantada a nivel jurisprudencial por nuestra Máxima Guardiana Constitucional, en cuanto ha dejado sentado que las personas que se encuentran privadas de la libertad hacen parte de uno de los grupos poblacionales reconocidos como de especial protección, especialmente dadas sus condiciones de sujeción al Estado, que los ubica en un status preferente cuando de garantizar sus derechos fundamentales e irrenunciables se trata, tal circunstancia implica de manera principal que el trato que se les debe brindar al interior de un establecimiento penitenciario o carcelario, mientras se encuentran purgando alguna pena, debe respetar siempre sus condiciones de dignidad como ser humano.   
En ese sentido es claro que cuando una persona ha sido legalmente privada de la libertad, lo normal que ocurre es que existan situaciones de su vida común que necesariamente se verán alteradas, y dentro de esos cambios habrán derechos que serán suspendidos, otros serán restringidos y algunos a los cuales definitivamente no podrá renunciar por el simple hecho de ser persona, así lo ha expuesto la Corte Constitucional: 

“ (…) la jurisprudencia Constitucional ha clasificado los derechos fundamentales de los internos en tres categorías: i) aquellos que pueden ser suspendidos, como consecuencia de la pena impuesta (como la libertad física y la libre locomoción); ii) aquellos que son restringidos debido al vínculo de sujeción del recluso para con el Estado (como derechos al trabajo, a la educación, a la familia, a la intimidad personal); y iii) derechos que se mantienen incólumes o intactos, que no pueden limitarse ni suspenderse a pesar de que el titular se encuentre sometido al encierro, dado a que son inherentes a la naturaleza humana, tales como la vida e integridad personal, la dignidad, la igualdad, la salud y el derecho de petición, entre otros”

Entendiendo entonces que existen ciertas prerrogativas que bajo ninguna circunstancia pueden ser restringidas, teniendo como base la imposibilidad de coartar cualquier garantía que implique un desconocimiento de la dignidad humana de la que es merecedora cualquier persona, se tiene que el derecho a gozar de una buena alimentación, que además se relaciona con un buen estado de salud, hace parte de los merecimientos mínimos a los que deben acceder aquellos que se encuentran en condiciones de reclusión carcelaria, dado que su situación particular los ubica en una especie de indefensión en lo que tiene que ver con la búsqueda autónoma e individual de su bienestar. Respecto de este tema, ha expresado el Órgano de Cierre Constitucional:
“3.5.2. Ahora bien, en lo que respecta a los derechos a la vida, a la salud y a la integridad de los reclusos, la Corte ha considerado que uno de los aspectos que contribuyen a su protección y garantía es el suministro de una alimentación adecuada y suficiente, pues la falta de víveres en la cantidad, calidad y valor nutricional pertinente no solo contribuye a la aparición de enfermedades en los internos, sino que también debilita su sistema inmunológico e incluso, en casos de ausencia total, podría considerarse como una modalidad de tortura o trato cruel, en contra de lo previsto en la Constitución[16] y en los instrumentos interna-cionales de derechos humanos[17]. Por tal razón:

“La jurisprudencia constitucional ha tutelado el derecho a la alimentación de las personas privadas de la libertad, en tanto es una violación al derecho al mínimo vital. Ninguna persona puede vivir sin alimentarse, y no se puede conservar la salud ni la integridad, si la alimentación no es adecuada y suficiente. Que la comida sea inadecuada, puede implicar que la persona esté mal nutrida o que, incluso, llegue a padecer infecciones o indigestiones, si está en mal estado. Que la comida sea insuficiente implica desnutrición. En cualquiera de estos escenarios la salud de la personas termina comprometida, no sólo por el deterioro que se puede causar directamente, sino por la manera como se puede debilitar a la persona en sus defensas y exponerla a enfermedades. (…) Ahora bien, cuando la ausencia de la comida es tan grande que genera hambre, se comete un acto de tortura. Pasar hambre en una cárcel, en razón a que no se suministra alimentos, es una violación a un ámbito de protección del derecho a la alimentación que está en estrecha conexión con la vida, la integridad personal y la salud, que debe ser protegida de forma inmediata.”[18]

Al estar ligado el suministro de una alimentación adecuada y suficiente a la garantía de los derechos a la salud, a la vida y a la integridad de los reclusos, surge como obligación del Estado, derivada de la relación de sujeción existente, el compromiso de facilitar las dotaciones mínimas de comida que garanticen la subsistencia en condiciones dignas de los internos. Esta obligación implica que los alimentos proporcionados cumplan con los estándares de calidad y nutrición necesarios para asegurar la vida y la salud de los reclusos, tal como lo contempla el Código Penitenciario y Carcelario en los siguientes términos:

“(…) Los alimentos deben ser de tal calidad y cantidad que aseguren la suficiente y balanceada nutrición de las personas privadas de la libertad. La alimentación será suministrada en buenas condiciones de higiene y presentación. Los internos comerán sentados en mesas decentemente dispuestas.”
Teniendo clara la relevancia del tema de la alimentación de la población privada de la libertad, es pertinente precisar que frente al mismo existen diversas autoridades encargadas no sólo de su vigilancia y control, sino de la ejecución de las actuaciones administrativas para certificar que tal derecho le sea garantizado a toda la comunidad carcelaria, de acuerdo a sus necesidades. 
Es así como el artículo 48 de la Ley 1709 de 2014, por medio del cual se modificó el artículo 67 del Código Penitenciario y Carcelario, delegó en la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios la responsabilidad sobre la alimentación de las personas privadas de la libertad, bien sea de forma directa o a través de la realización de contratos con particulares, y le otorgó a dicha entidad la potestad de modificar el régimen alimentario de los reclusos.
Así mismo, la USPEC actúa como coadyuvante en la función administrativa y operativa que le asiste a la Dirección General del INPEC, y desde ese punto de vista, esta última institución, por intermedio de la Subdirección de Atención en Salud, tiene a su cargo la función de “Supervisar que la alimentación de la población privada de la libertad cumpla con las condiciones mínimas nutricionales establecidas y proponer los ajustes necesarios.”, así lo contempla el  numeral 13 del artículo 19 del Decreto 4151 de 2011.
Guiándonos por los lineamientos normativos y jurisprudenciales decantados hasta ahora, se deberá resolver el tema relacionado con la cantidad y calidad de alimentos que se les está brindando a los internos del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal, para lo cual se torna necesario recontextualizar el origen de la controversia suscitada en ese sentido, recordando que la misma se derivó de una reunión llevada a cabo el día 6 de julio del año que transcurre de la que hizo parte del Agente del Ministerio Público, hoy accionante, junto con las Directivas del Establecimiento Carcelario de Santa Rosa de Cabal, la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, la Personería Municipal de esa localidad y algunos de los reclusos, debate que tenía como finalidad estudiar la situación actual relacionada con los derechos humanos de los internos de ese Establecimiento. 
En el desarrollo de la mencionada discusión surgió el tema que llamó la atención del señor Procurador Judicial, quien preocupado por algunas de las afirmaciones realizadas por los internos, y al parecer ratificada con algunos dichos del Director del Centro de Reclusión así como del Personero Local, se vio motivado a acudir al presente mecanismo constitucional de amparo, en pro de cada una de las personas que se encuentran allí recluidas en calidad de internos. Dicha problemática tenía relación con el suministro de los alimentos que estaban recibiendo estas personas, los cuales al parecer se estaban proporcionando en malas condiciones, con mal sabor o poca cocción, y además en pequeñas porciones. 
Todo indicaba que la inconformidad se había presentado de forma concomitante con el inicio de actividades de un nuevo prestador del servicio de alimentación, el cual resultó de un contrato diferente que a partir de su entrada en vigencia empezó a generar molestias entre los internos, quienes venían acostumbrados a un régimen alimenticio diferente. 
Sin embargo, frente al tema resultan relevantes las explicaciones dadas por la Unión Temporal NRC USPEC 2017 Correagro S.A., quien al interior del contrato de prestación del servicio de alimentos funge como vendedora, es decir, quien se encarga del suministro de las comidas diarias que ellos reciben. Tal entidad manifestó que previo a la suscripción de dicho convenio, la USPEC realizó una serie deestudios especializados por medio de su equipo técnico, con el soporte de la Universidad Nacional de Colombia, y atendiendo las recomendaciones establecidas por el ICBF como ente planificador y ejecutor de la política de nutrición y alimentación en el país, generando después la minuta patrón para la negociación, acorde con el tipo de población a la que está destinada, su edad y sexo.
Además, refirió que al interior del Establecimiento Penitenciario se hizo una especie de labor de filtro, evaluando las condiciones nutricionales del 53% de los internos, correspondientes a 131 personas, y después de hacer un análisis técnico y científico por parte de un nutricionista dietista, se determinó que sólo 7 de ellos presentaban algún grado de delgadez, sin embargo, para este tipo de población se encuentra establecida una dieta especial con condiciones hiperprotéicas y se les suministran refrigerios.  

Así mismo, indicó que el cumplimiento del contrato, y las condiciones de prestación de su servicio en el suministro de alimentos son objeto de revisión por medio de las actas del COSAL, que están conformadas por el Director del Establecimiento de Reclusión, el Comandante de Vigilancia, el Coordinador de Atención y Tratamiento, los Representantes de Derechos Humanos de los internos y el Coordinador del Área de Sanidad que se suscriben mensualmente,  que además son el instrumento contractual idóneo que permite medir la eficiencia de dicho servicio, y en cualquier caso, será sujeto de control y vigilancia, como se dijo en párrafos anteriores, por parte de la USPEC y el INPEC como principales administradores.   

En ese sentido, adjuntó a su escrito las respectivas actas COSAL correspondientes a los meses comprendidos entre abril a agosto de 2017
, donde a pesar de adverarse algunas quejas por parte de los internos en cuanto a la cantidad de comida entregada, o del dulce que se les incorpora a los jugos, las mismas se constituyen en una comparación respecto del contrato anterior, sin embargo, las valoraciones que allí se registran tienen unos criterios de evaluación que se plasman con letras representativas que hacen alusión al cumplimiento (C) o no cumplimiento (NC) del respectivo contrato, evidenciándose que la regla general es que todas ellas cumplen con las condiciones requeridas, y que acorde con lo dicho en precedencia, fueron plasmadas en una minuta que tiene asignada la dieta semanal que se les debe dar a todos los reclusos, de acuerdo a la cantidad requerida para garantizar su buen estado nutricional y de salud, dieta basada en la tabla de recomendaciones de consumo diario de calorías y nutrientes para la población colombiana emitido por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.  
Tal situación, nos hace colegir que la entidad contratante no está actuando caprichosamente, puesto que lo hace en consonancia con los estudios llevados a cabo, en cuya virtud se podía establecer el porcentaje y la cantidad de las raciones alimentarias que se deberían suministrar a la población carcelaria como presupuesto de una dieta balanceada. 
Por otra parte considera esta Colegiatura que si bien la señora Juez de primera instancia tiene toda la razón cuando indica que la alimentación de los internos debe ser de buena calidad y cantidad, y además balanceada, de manera que asegure el buen estado de nutrición de los reclusos, sin embargo el cumplimiento de dicho requisito no puede ser valorado de manera libre y subjetiva, o basados en la impresión que a simple vista se perciba de los mismos en cuanto a su cantidad, pues ello debe estar precedido de un análisis científico o cuando menos especializado en el tema nutricional, de manera que la emisión de una decisión en el sentido de modificar o cambiar una situación contractual que estuvo precedida de una serie de estudios así realizados, debería proferirse de la misma manera, y con el convencimiento pleno de que ello debe ser así, situación que de entrada advierte esta Sala, no es posible realizar por medio de un mecanismo tan ágil como este, que cuenta con términos perentorios, cuando no reposan elementos técnicos de prueba que contraríen o desvirtúen científicamente las amplias explicaciones dadas por parte de la Unión Temporal NRC USPEC 2017, debidamente soportadas. 

Ahora, partiendo de la inspección judicial realizada por la señora Juez Cognoscente al interior del Establecimiento Penitenciario de Santa Rosa de Cabal, halló la togada que con relación a la calidad de las comidas se habían tomado las respectivas medidas, determinándose que para ese momento la queja únicamente estaba relacionada con la cantidad de azúcar que se le estaba adicionando a los jugos, o que la carne se les estaba entregando muy dura, afirmaciones que desde cualquier punto de vista resultan inviables estudiar por medio de esta acción tan preferente y especial. 
Sumado a todo lo anterior, y pese a que como se dijo atrás, el tema de las cantidades de los alimentos no es un asunto que pueda debatirse en este escenario, dado que el mismo resulta meramente contractual, y que además tiene establecidos otros mecanismos idóneos de control y vigilancia, máxime cuando no se encuentra acreditado a simple vista que los internos se encuentren pasando hambre, o estén famélicos, o que con tal situación, de manera flagrante y manifiesta se les esté vulnerando su derecho a la dignidad humana, lo que avalaría la intervención de los jueces constitucionales, sin embargo, como atenuante del inconformismo planteado, puede acudirse a lo que al respecto dijo el Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal (ver folio 26, cuaderno 1) donde aseguró que el Director General del INPEC, de manera conjunta con la USPEC, concertaron que los gramajes debían restablecerse a los entregados por el anterior operador.      
En ese mismo sentido se encuentra a folio 41 del expediente un memorial mediante el cual el Director General del INPEC se refirió al tema, y expuso que en atención a alteraciones del orden público en algunos de los establecimientos penitenciarios, habrían de hacerse algunas modificaciones en lo referente al tema de las cantidades de los alimentos brindados, así: “…los gramajes de los alimentos se mantendrán como se venían manejando en el 2016…”. Tal presupuesto sirve de base para decir que los hechos que motivaron la interposición de esta acción constitucional se encuentran superados, lo que se deriva en una carencia actual de objeto, respecto de ese tema, como así lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado: 
“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Con base en lo anterior, la Colegiatura concluye que en el presente asunto la A quo se equivocó al conceder el amparo constitucional deprecado por el Agente del Ministerio Público por lo siguiente: 

· La acción de tutela no era el escenario idóneo para debatir el supuesto incumplimiento de un contrato administrativo relacionado con el suministro de la alimentación de la población carcelaria. 
· No existían elementos científicos de juicio que demostraran que la dieta suministrada a los reclusos no cumplía con los estándares para ser considerada o catalogada como insuficiente. 
· Salvo apreciaciones subjetivas, no se demostró que los reos estuvieran famélicos y en consecuencia de tal situación se les haya vulnerado de manera manifiesta o flagrante el derecho a la dignidad humana.  
Finalmente se puede decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de esta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, configurándose con ello el fenómeno del hecho superado frente a lo pedido por la parte accionante.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE: 

PRIMERO: REVOCAR el fallo de amparo constitucional opugnado, proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el pasado 26 de septiembre de 2017, ello ante la existencia de un hecho superado y la no acreditación de la vulneración de los derechos fundamentales deprecados por el accionante.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sentencia T-267/15


� Ver folio 120 del cuaderno No. 3 y subsiguientes. 


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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